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II. RÉGIMEN COMERCIAL Y DE INVERSIONES

1) Panorama General

1. La política comercial de la República Dominicana tiene como objetivos específicos estimular la eficiencia y la competitividad de la economía, reducir la protección y cualquier tendencia contraria a las exportaciones en la estructura arancelaria, así como impulsar la cooperación económica regional.  La formulación de la política de comercio exterior y la conducción de las negociaciones comerciales corresponden a la Comisión Nacional de Negociaciones Comerciales, presidida por la Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores, en tanto que la Secretaría de Estado de Industria y Comercio, a través de la Dirección de Comercio Exterior, es la principal responsable de la administración de los acuerdos comerciales.  

2. La República Dominicana es Miembro fundador de la OMC y participa activamente en las negociaciones de la Ronda Doha para el Desarrollo, de la cual espera beneficios concretos, particularmente en los sectores agrícola e industrial, la facilitación del comercio y las reglas comerciales.  Ha presentado numerosas notificaciones a la OMC, aunque a mediados de 2008 llevaba retraso en algunas.  La República Dominicana ha participado sólo en unas cuantas diferencias comerciales en la OMC, habiendo estado involucrada como parte demandada en tres casos y como tercero en otros tantos.

3. Como parte de su estrategia de inserción internacional, la República Dominicana ha continuado la negociación de nuevos acuerdos comerciales bilaterales y regionales.  Durante el periodo examinado concluyó la negociación del Acuerdo de Alcance Parcial con Panamá, el Tratado de Libre Comercio entre la República Dominicana, Centroamérica y los Estados Unidos 
(DR-CAFTA), y el Acuerdo de Asociación Económica entre la Unión Europea y el Cariforo (CARICOM y República Dominicana).  

4. El régimen dominicano de inversión extranjera permite a los extranjeros invertir en la gran mayoría de los sectores de la economía.  Las excepciones incluyen las actividades que afecten la salud pública y el medio ambiente, y aquellas que impongan las leyes y reglamentos que rigen sectores particulares.  Se establecen límites a la participación de la inversión privada extranjera en el transporte aéreo y la radiodifusión, y no se permite la inversión de gobiernos extranjeros en la minería, la extracción y la exploración de petróleo.  La República Dominicana ha suscrito diversos acuerdos de promoción y protección recíproca a la inversión, así como un acuerdo de doble tributación y otro de intercambio de información fiscal.
2) Marco de Política Comercial y de Inversiones

i) Marco jurídico e institucional general
5. La República Dominicana es una democracia representativa, gobernada por tres poderes:  Ejecutivo, Legislativo y Judicial.
  Está integrada por 31 provincias y un Distrito Nacional.  El titular del Poder Ejecutivo es el Presidente de la República quien, junto con el Vicepresidente, es elegido por voto directo cada cuatro años, y puede ser reelecto por un periodo consecutivo;  la última elección presidencial tuvo lugar en mayo de 2008.  El Presidente es Jefe de Estado y de la Administración Pública y es asistido por Secretarios de Estado nombrados por él.  Cada una de las 31 provincias tiene un Gobernador designado por el Presidente.  

6. El Poder Legislativo reside en el Congreso Nacional, conformado por el Senado de la República, que cuenta con 32 escaños, uno por cada provincia y uno por el Distrito Nacional, y la Cámara de Diputados, con 178 escaños.  Los senadores y diputados son elegidos por voto mayoritario directo por períodos de cuatro años.  Las elecciones legislativas se efectúan en forma separada de la elección presidencial.  Las últimas elecciones legislativas tuvieron lugar en mayo de 2006.  

7. El Poder Judicial está integrado por la Suprema Corte de Justicia, el Tribunal de Tierras, los Tribunales de Trabajo, nueve Cortes de Apelación y numerosos Tribunales de Primera Instancia.  También existen tribunales administrativos y militares separados.  La Suprema Corte de Justicia, que funge como tribunal de casación y de última instancia respecto a todas las sentencias dictadas por órganos judiciales, está formada por 16 jueces designados por el Consejo Nacional de la Magistratura.

8. La Constitución establece que la República Dominicana reconoce y aplica las normas de derecho internacional en la medida en que sus poderes públicos las hayan adoptado.
  Es facultad del Presidente dirigir negociaciones diplomáticas y celebrar tratados con países extranjeros u organismos internacionales, debiendo someterlos a la aprobación del Congreso.
  Por su parte, el Congreso tiene la facultad de aprobar y desaprobar los tratados y convenciones internacionales que celebre el Poder Ejecutivo
, más no la de modificarlos.  
9. La Constitución es la Ley Sustantiva y prevalece sobre todas las demás leyes.  Los tratados internacionales, aprobados por el Congreso Nacional y promulgados por el Presidente, tienen una jerarquía inferior a la Constitución, pero prevalecen sobre las leyes internas y pueden ser invocados ante los tribunales nacionales.  Los compromisos asumidos por la República Dominicana en los Acuerdos de la OMC se han incorporado a la legislación nacional a través de leyes especiales y han sido invocados en algunos casos relativos a la valoración aduanera.

ii) Objetivos y formulación de la política comercial

10. El Gobierno Dominicano asigna alta prioridad a la agenda del comercio internacional, en tanto que ve en éste un promotor del desarrollo económico y social del país.  En este sentido, las autoridades consideran que la política comercial debe vincularse con la estrategia de desarrollo nacional mediante el fortalecimiento de la capacidad productiva interna así como de la capacidad para competir en los mercados externos.
  En el contexto de este examen, las autoridades indicaron que además de mejorar los niveles de vida de los dominicanos a través del desarrollo económico y social, la política comercial tiene como objetivos específicos estimular la eficiencia y la competitividad de los productores nacionales, reducir la protección y cualquier tendencia contraria a las exportaciones en la estructura arancelaria, así como impulsar la cooperación económica regional.

11. La formulación de la política comercial externa está a cargo de la Comisión Nacional de Negociaciones Comerciales (CNNC), creada por el Decreto N° 74-97, y presidida por la Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores (SEREX).  Otras entidades que participan en la CNNC son las Secretarías de Estado de:  Industria y Comercio;  Agricultura;  Economía, Planificación y Desarrollo;  Hacienda;  Medio Ambiente;  Turismo;  y Trabajo;  así como el Banco Central de la República Dominicana, la Dirección General de Aduanas, el Instituto Dominicano de las Telecomunicaciones, el Centro de Exportación e Inversión de la República Dominicana, la Consultoría Jurídica del Poder Ejecutivo, la Oficina Nacional de la Propiedad Industrial y la Oficina Nacional de los Fondos Europeos para el Desarrollo.
12. La Comisión de Estudios Arancelarios, creada mediante la Ley N° 146-00, tiene como principal misión proponer al Poder Ejecutivo las modificaciones arancelarias que sean necesarias para adecuar el arancel dominicano a las necesidades del comercio internacional.  La comisión está integrada por la Secretaría de Estado de Hacienda, que la preside, y por las Secretarías de Estado de Relaciones Exteriores, de Industria y Comercio, de Agricultura y la Dirección General de Aduanas.

13. La conducción de las negociaciones comerciales, ya sea a nivel bilateral, subregional o multilateral, está a cargo de la CNNC.  Por su parte, la administración de los acuerdos comerciales es responsabilidad de la Secretaría de Estado de Industria y Comercio (SEIC), a través de la Dirección de Comercio Exterior y Administración de Tratados Comerciales Internacionales (DICOEX), que se encarga de velar por el cumplimiento de los compromisos acordados y solucionar las dificultades de acceso de los productores nacionales a los mercados de los países signatarios y de los productores extranjeros al mercado nacional.  Entre sus funciones está coordinar con otros organismos del Estado las acciones para la administración de los acuerdos comerciales a través del Consejo Nacional de Implementación y Administración de Tratados (CONIAT), creado por el Decreto N° 610-05 en noviembre de 2005 y presidido por la SEIC.

14. En lo que se refiere al aprovechamiento de los acuerdos comerciales, corresponde al Centro de Exportaciones e Inversión (CEI-RD) la promoción y diversificación de las exportaciones dominicanas, así como brindar asistencia técnica a exportadores e inversionistas en relación con los acuerdos y programas preferenciales (ver capítulo III 3) v)).  El Consejo Nacional de Zonas Francas de Exportación (CNZFE) es responsable de evaluar la política sobre zonas francas y de participar en negociaciones de tratados que se relacionen con las condiciones de las operaciones de estas zonas (ver capítulo III 3) iv) a)).  

15. La sociedad civil participa en las negociaciones comerciales internacionales a través del Consejo Consultivo de la Sociedad Civil (CCSC).  El Consejo, creado por el Reglamento del Decreto N° 74-97, tiene las funciones de asesorar al Gobierno sobre las negociaciones de acuerdos comerciales, asistir en el monitoreo y cumplimiento de los acuerdos, y ofrecer opiniones en relación con el desarrollo de la política comercial.  El CCSC está integrado por 13 entidades de la sociedad civil, entre las que figuran la Asociación de Industrias de la República Dominicana, la Cámara de Comercio y Producción de Santo Domingo, la Asociación Dominicana de Exportadores, la Junta Agroempresarial Dominicana y la Asociación de Bancos Comerciales.

3) Régimen de Inversiones Extranjeras

16. El Gobierno de la República Dominicana considera que la política de atracción de la inversión extranjera directa (IED) es un elemento esencial de su estrategia de inserción competitiva en la economía internacional
;  con tal fin, desde la década de los noventa, ha venido realizando reformas al marco jurídico e institucional que rige la inversión extranjera. 

17. Con arreglo a la Ley de Inversión Extranjera de 1995 (Ley N° 16-95), los extranjeros pueden invertir en todos los sectores de la economía, salvo en los siguientes casos:  las excepciones que impongan las leyes y reglamentos que rigen sectores particulares;  la disposición y eliminación de desechos de basuras tóxicas, peligrosas o radioactivas no producidas en el país;  producción de materiales y equipos directamente relacionados con la defensa y la seguridad nacionales;  y actividades que afecten la salud pública y el equilibrio del medio ambiente del país.
  Con relación a estas últimas, las autoridades han indicado que no existe una lista predeterminada de actividades no permitidas y que en esta esfera la inversión extranjera está sujeta a las disposiciones de la Ley General de Medio Ambiente y Recursos Naturales (N° 64-00).  

18. Los inversionistas extranjeros no requieren tener un socio local para invertir en la República Dominicana y sus inversiones no están sujetas a límites máximos de participación en el capital de una empresa, salvo en el caso de algunos sectores como el transporte aéreo y la radiodifusión (ver cuadro II.1).

Cuadro II.1 
Restricciones a la inversión extranjera contenidas en leyes sectoriales
	Sector
	Restricción
	Base jurídica

	Minería
	Las concesiones mineras no podrán otorgarse a ningún gobierno extranjero ni directamente ni por intermediación de una persona natural o una empresa.  En casos debidamente justificados y previa aprobación del Congreso Nacional, el Poder Ejecutivo podrá celebrar acuerdos especiales con empresas mineras extranjeras parcial o totalmente estatales.


	Ley de Minería de la República Dominicana, N° 146 de 4 de junio de 1971 (Artículo 9).

	Extracción y exploración de petróleo
	Los gobiernos extranjeros por ningún motivo podrán obtener el derecho para la exploración, explotación y beneficio del petróleo y demás hidrocarburos, ni podrán ser admitidos como socios, coasociados o accionistas por ninguna persona o compañía que disfrute de esos derechos.
	Ley sobre la Exploración, Explotación y Beneficios por Particulares de los Yacimientos de Petróleo y sus Derivados, los Hidrocarburos y demás Combustibles Similares, N° 4532 de 30 de agosto de 1956 (Artículo 4).



	Transporte aéreo
	Sólo podrán dedicarse a explotar los servicios aéreos comerciales en operaciones internas o de cabotaje, las compañías aéreas constituidas bajos las leyes de la República Dominicana, en las que al menos un 51 por ciento de su capital o propiedad sustancial pertenezca a dominicanos, que las dos terceras partes de su personal directivo sean nacionales y que mantenga el control efectivo de su flota aérea.


	Ley de Aviación Civil de la República Dominicana, N° 491-06 (Artículo 239)

	
	Toda empresa que desempeñe funciones de operador, agente o consignatario de vuelos no regulares (charters), deberá estar constituida conforme a las leyes dominicanas, por lo menos el 51% deberá pertenecer a dominicanos y deberá emplear nacionales dominicanos en la alta gerencia.


	Decreto que Reglamenta y Regula los Operadores, Agentes y Consignatarios de Vuelos no Regulares, N° 751-02 de 19 septiembre de 2002 (Artículos 1 
y 2)

	Comunicaciones y difusión
	En el caso de los servicios públicos de radiodifusión, se requerirá ser nacional dominicano o extranjero naturalizado para mantener el control social (51% o más) de la gestión de la empresa concesionaria.

	Ley General de Telecomunicaciones, N° 153-98 de 27 de mayo de 1998, (Capítulo XI, Artículo 73.2)

	Servicios de agencias de noticias
	El director de todo diario o escrito periódico producido en la República Dominicana deberá ser un nacional dominicano.
	Ley sobre Expresión y Difusión del Pensamiento, N° 6132 de 15 de diciembre de 1972 (Artículo 5)


Fuente:
Información proporcionada por el Centro de Exportación e Inversión de la República Dominicana (CEI-RD).
19. Desde su examen anterior, la República Dominicana ha realizado cambios importantes al marco institucional de la inversión extranjera.  En 2003 se promulgó la Ley N° 98-03 que estableció el Centro de Exportación e Inversión de la República Dominicana (CEI-RD) como el organismo oficial responsable de promover las inversiones nacionales e internacionales en el país.  A partir de la promulgación de esta Ley, la Oficina para la Promoción de Inversiones de la República Dominicana (OPI-RD), que había sido creada en 1997, quedó incorporada al CEI-RD y sus atribuciones pasaron al control de este último organismo.
  Del mismo modo, en virtud de la Ley N° 98-03 se traspasaron al CEI-RD todas las funciones relativas al Registro de la Inversión Extranjera que hasta entonces habían sido responsabilidad del Banco Central.

20. Los cambios introducidos por la Ley N° 98-03 han sido incorporados en la Ley de Inversiones Extranjeras y en el nuevo Reglamento de Aplicación del Registro de la Inversión Extranjera (N° 214-04), promulgado en marzo de 2004.  Dentro de los 180 días siguientes a la realización de una inversión, la empresa o el inversionista extranjero debe solicitar su registro ante el CEI-RD y presentar las informaciones necesarias para la expedición del certificado de registro.
  Una vez recibida la información requerida, el CEI-RD cuenta con un plazo de 15 días laborales para procesarla y emitir el certificado correspondiente.  Si bien el registro es obligatorio y necesario para la obtención de datos estadísticos, no se prevén sanciones en caso de incumplimiento.
  El registro de las inversiones extranjeras en las zonas francas se efectúa ante el Consejo Nacional de Zonas Francas de Exportación, el cual debe comunicarlo al CEI-RD.

21. Los inversionistas extranjeros pueden remitir al exterior, sin necesidad de autorización previa del Banco Central, el monto total del capital invertido, las utilidades y los beneficios anuales netos, siempre que cumplan con las obligaciones tributarias correspondientes.  También se pueden repatriar las obligaciones resultantes de Contratos de Servicios Técnicos donde se establezcan honorarios por concepto de transferencia de tecnología y/o contratos para la fabricación local de marcas extranjeras que incluyan cláusulas de pago de regalías, siempre que dichos contratos y los montos o procedimientos de los pagos involucrados, hayan sido previamente aprobados por el CEI-RD.

22. Con objeto de brindar protección jurídica a la inversión extranjera y alentar los flujos de IED, la República Dominicana ha suscrito acuerdos de promoción y protección recíprocas a las inversiones con varios de sus socios económicos, la mayoría de los cuales entraron en vigor durante el periodo bajo examen.  Al 2008, la República Dominicana mantenía acuerdos vigentes con la Argentina, Corea del Sur, Chile, Ecuador
, España, Finlandia, Francia, Italia, Marruecos, los Países Bajos, Panamá, Suiza y el Taipei Chino.
  Asimismo, estaba negociando acuerdos con 16 países más.
  Adicionalmente, la República Dominicana ha adoptado disposiciones en materia de inversión en el marco de los acuerdos de libre comercio con la Comunidad del Caribe, el Mercado Común Centroamericano, y el Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos, los países Centroamericanos y la República Dominicana (DR-CAFTA).

23. La República Dominicana es miembro del Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones (MIGA) y de la Corporación para la Inversión Privada en el Extranjero.  En marzo de 2000, firmó el Convenio sobre Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones entre Estados y nacionales de otros Estados.  Asimismo, ratificó la Convención sobre el Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras, que entró en vigor en julio de 2002, y firmó, pero aún no ha ratificado, la Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional. 

24. Con objeto de evitar la doble tributación, la República Dominicana mantiene un acuerdo con el Canadá y, a mediados de 2008, se encontraba en proceso de negociar acuerdos tributarios con Chile, España, Kuwait, la República Checa, Rusia, el Taipei Chino y Trinidad y Tabago.  Con Estados Unidos, la República Dominicana mantiene un acuerdo de intercambio de información tributaria.
4) Relaciones Comerciales Internacionales

i) Organización Mundial del Comercio

25. La República Dominicana se adhirió al GATT en 1950 y se convirtió en Miembro de la OMC en marzo de 1995, una vez que el Congreso Nacional aprobó el Acuerdo de Marrakech.
  La Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores representa al país ante la OMC.  

26. La República Dominicana participó en las negociaciones sobre las telecomunicaciones posteriores a la Ronda Uruguay y aceptó el Cuarto Protocolo anexo al Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS), así como el Documento de Referencia anexo al Protocolo de Telecomunicaciones.  Igualmente, participó en las negociaciones sobre servicios financieros y firmó ad referéndum el Quinto Protocolo anexo al AGSC, el cual ratificó en junio de 2003.
  En julio de 2006, la República Dominicana se adhirió al Acuerdo sobre Tecnología de la Información.  La República Dominicana otorga el trato NMF, como mínimo, a todos sus interlocutores comerciales. 
27. En el marco del presente examen, las autoridades dominicanas han señalado que esperan beneficios concretos de la conclusión exitosa de la Ronda Doha para el Desarrollo.  En el área de agricultura, buscan la eliminación de los subsidios a las exportaciones, la reducción de las medidas de ayuda interna y un mayor acceso a los mercados.  Igualmente, esperan mayor previsibilidad en los aranceles de productos no agrícolas, la adopción de medidas para facilitar el comercio y una mejor definición de las reglas comerciales.  Las autoridades también han indicado que otorgan prioridad a la agenda comercial multilateral.  Asimismo, consideran que los acuerdos preferenciales deben ser convergentes con la agenda multilateral y encaminados a profundizar la apertura e inserción de la economía dominicana en la economía global.
28. La República Dominicana participa activamente en los trabajos de la OMC y en las negociaciones de la Ronda Doha para el Desarrollo, donde ha presentado numerosas propuestas, ya sea a título individual o conjuntamente con otros Miembros, en particular en los temas de agricultura, servicios (turismo, financieros y telecomunicaciones básicas) y subvenciones a la exportación.  Además, la República Dominicana ha concedido especial atención al tema de las "pequeñas economías" y ha presentado junto con otros países diversas propuestas sobre la definición y las medidas que podrían tomarse para instrumentar un trato especial y diferenciado en favor de dichas economías en las diferentes áreas de negociación de la Ronda Doha para el Desarrollo.

29. La República Dominicana ha presentado numerosas notificaciones ante los diversos órganos de la OMC;  sin embargo, a mediados de 2008 se hallaban pendientes algunas (véase cuadro AII.1).

30. La República Dominicana ha participado sólo en unas cuantas diferencias comerciales en la OMC:  como parte demandada ha estado involucrada en tres casos, no ha participado como reclamante en ninguno, y como tercero lo ha hecho en tres ocasiones.  De los tres casos en los que la República Dominicana intervino como parte demandada, dos se refirieron a ciertas medidas que afectaban la importación y/o venta interna de cigarrillos, siendo Honduras la parte reclamante.
  El otro caso tuvo que ver con una comisión cambiaria que aplicaba la República Dominicana sobre las importaciones, que Costa Rica sometió al Órgano de Solución de Diferencias.
  Sólo el segundo caso relativo a la venta interna de cigarrillos dió lugar a un informe de un Grupo Especial
;  posteriormente se presentó una apelación
 y tuvo lugar un procedimiento de arbitraje
, de conformidad con el Entendimiento de Solución de Diferencias de la OMC.
ii) Acuerdos de libre comercio
31. Como parte de su estrategia de inserción internacional, durante el periodo examinado la República Dominicana ha proseguido la negociación de acuerdos comerciales bilaterales y regionales.  A los acuerdos de libre comercio que tenía con Centroamérica y con la Comunidad del Caribe (CARICOM), se han sumado el Acuerdo Comercial de Alcance Parcial con Panamá que entró en vigor en noviembre de 2003, el Tratado de Libre Comercio entre la República Dominicana, Centroamérica y los Estados Unidos (DR-CAFTA) que entró en vigor en marzo de 2007 para la República Dominicana, y el Acuerdo de Asociación Económica entre la Unión Europea y los Estados del CARIFORO (CARICOM y República Dominicana), que se concluyó a finales de 2007.  

Tratado de Libre Comercio con Centroamérica
32. En abril de 1998, la República Dominicana concluyó un Tratado de Libre Comercio con los países del Mercado Común Centroamericano (MCCA), integrado por Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua.  El Tratado fue aprobado por el Congreso Dominicano en marzo de 2000 y entró en vigor en octubre de 2001.  No ha sido notificado a la OMC.  El instrumento contiene disciplinas que rigen el comercio de bienes y servicios, las inversiones, la propiedad intelectual, la política de competencia, la contratación pública, excepciones y solución de diferencias. 

33. El Tratado establece el libre comercio transfronterizo para la mayoría de los productos.  Se exceptúan de este trato los aceites vegetales que deben pagar un arancel del 15 por ciento y algunos productos del petróleo que se sujetan a un calendario de desgravación, así como un grupo de productos excluidos de la liberalización que comprende bebidas alcohólicas, tabaco, frijoles, ajo, cebollas, arroz, harina de trigo, café, azúcar, pollo y leche en polvo.  Las condiciones de acceso al mercado establecidas en el Tratado entre la República Dominicana y Centroamérica se incorporaron como un régimen especial en un anexo al DR-CAFTA.  

Acuerdo de Libre Comercio con CARICOM

34. La República Dominicana firmó un Acuerdo de Libre Comercio con los países de la Comunidad del Caribe (CARICOM)
 en agosto de 1998.  Éste fue ratificado por el Congreso Dominicano en enero de 2000 y entró en vigor en diciembre de 2001.  El Acuerdo no aplica al comercio con Haití, debido a que este país no formaba parte de la CARICOM al momento de la firma del Acuerdo.  El instrumento no ha sido notificado a la OMC.

35. El Acuerdo establece compromisos para la eliminación de aranceles y barreras no arancelarias al comercio de bienes;  normas de origen;  medidas sanitarias y fitosanitarias;  obstáculos técnicos al comercio;  un compromiso de negociación para la apertura progresiva del comercio de servicios;  la liberalización de los movimientos de capital;  y la protección y promoción de las inversiones, entre otras disciplinas.  

36. La República Dominicana aceptó eliminar los aranceles con respecto a todas las importaciones de los países de la CARICOM, salvo una lista de unos 20 productos, a partir de 2001.  Por su parte, los miembros de la CARICOM se comprometieron a hacer lo mismo respecto de las importaciones provenientes de la República Dominicana a partir de 2004.  Las autoridades dominicanas han indicado que a mediados de 2008 esto no había ocurrido y el proceso de desgravación estaba en revisión.  El Acuerdo excluyó de la liberalización productos como fríjol, coco, azúcar, lácteos, grasas y aceites, harina de trigo, pescado, jugos de fruta, ajo y cebollas, carnes, arroz, cemento, diversos productos de acero y productos del tabaco. 
  

Acuerdo Comercial de Alcance Parcial con Panamá

37. En julio de 1985, la República Dominicana firmó con Panamá un acuerdo comercial de alcance parcial que fue ratificado por el Congreso Dominicano en febrero de 1987.
  El Acuerdo no entró en vigor sino hasta noviembre de 2003, una vez que la Comisión Mixta Permanente encargada de la negociación de las listas de productos finalizó el Reglamento de Aplicación y sus anexos.  
38. La República Dominicana se comprometió a permitir la importación libre de arancel de 101 productos panameños, en tanto que Panamá otorga el mismo trato a 103 productos dominicanos.  Entre los productos que gozan de franquicia arancelaria, 29 corresponden a bienes fabricados en zonas francas.  El Reglamento de Aplicación establece asimismo disposiciones para la determinación, certificación y verificación del origen de las mercancías, así como disciplinas relativas a la facilitación, cooperación e intercambio de información comercial, la libertad de tránsito y la solución de diferencias.  
Tratado de Libre comercio entre la República Dominicana, Centroamérica y los Estados Unidos

39. El DR-CAFTA fue firmado el 5 de agosto de 2004 por la República Dominicana, cinco países de Centroamérica
 y los Estados Unidos.  En la República Dominicana, el DR-CAFTA se promulgó el 9 de septiembre de 2005 y entró en vigor el 1° de marzo de 2007.
  La República Dominicana ha notificado el Tratado a la OMC.
  

40. El DR-CAFTA establece las bases para crear una zona de libre comercio y se compone de 22 capítulos y sus respectivos anexos.  Dichos capítulos abordan el trato nacional y el acceso al mercado de bienes (con disposiciones especiales para los productos agrícolas, los textiles y el vestido);  reglas y procedimientos de origen;  administración aduanera;  medidas sanitarias y fitosanitarias;  obstáculos técnicos al comercio;  defensa comercial;  contratación pública;  inversión;  comercio transfronterizo de servicios;  servicios financieros;  telecomunicaciones;  comercio electrónico;  propiedad intelectual;  transparencia;  administración del tratado;  solución de controversias;  excepciones;  y disposiciones finales.  El Tratado también incorpora capítulos sobre los temas laboral y ambiental.

41. El DR-CAFTA es de aplicación multilateral, es decir, la gran mayoría de las obligaciones que asumen las partes entre sí son idénticas.  No obstante, existen algunas obligaciones que se aplican bilateralmente entre Estados Unidos y cada uno de los países centroamericanos o la República Dominicana, como es el caso de los contingentes arancelarios.
  

42. En general, la mayoría de los productos industriales y bienes de consumo quedaron libres de arancel a la entrada en vigor del DR-CAFTA.  Los aranceles sobre otros productos se eliminarán en períodos de 5 a 10 años, en tanto que los productos agrícolas tienen periodos de desgravación más largos (15 a 20 años).  En lo que respecta a su comercio con los Estados Unidos, la República Dominicana se comprometió a otorgar franquicia arancelaria, tras la entrada en vigor del Tratado, con respecto al 76 por ciento de sus líneas arancelarias (cerca del 74 por ciento del valor de sus importaciones de Estados Unidos en 2002).  Además, aceptó desgravaciones lineales a 5 años para el 5,5 por ciento de sus líneas arancelarias, a 10 años para el 10 por ciento, y a 15 años para el 1,7 por ciento.
  La República Dominicana estableció contingentes arancelarios para varios productos de los Estados Unidos (carnes de bovino, de cerdo, de pavo, muslos de pollo, arroz, frijoles y productos lácteos). 

43. En cuanto al comercio entre la República Dominicana y cada país centroamericano, se aplica el programa multilateral de desgravación arancelaria, salvo para algunas mercancías que quedaron excluidas (cerveza, alcohol, tabaco, azúcar, café y otros productos agrícolas) o que están sujetas a los compromisos de desgravación pactados previamente por la República Dominicana y los países centroamericanos en su TLC y que han sido incorporados al DR-CAFTA.  En efecto, un importador dominicano o centroamericano puede optar entre dos regímenes preferenciales, siempre que cumpla con la norma de origen correspondiente:  ya sea el programa multilateral de desgravación o bien aquél derivado del TLC entre la República Dominicana y Centroamérica.  Además, ciertas disposiciones en materia de servicios financieros y contratación pública son aplicables sólo entre la República Dominicana y sus contrapartes centroamericanas.  

Acuerdo de Asociación Económica con la Unión Europea y los países ACP del Caribe 

44. Como miembro del CARIFORO, la República Dominicana participó desde 2004 en la negociación del Acuerdo de Asociación Económica (EPA, por sus siglas en inglés) entre la Unión Europea y varios Estados del Caribe.  El EPA, así como otros acuerdos regionales similares, está llamado a sustituir al Acuerdo de Cotonou entre la Unión Europea y los países de África, el Caribe y el Pacífico (ACP).  Esta reestructuración responde, entre otras cosas, al hecho de que la exención de la OMC que amparaba las preferencias arancelarias otorgadas por las Comunidades Europeas a los países ACP en virtud del Acuerdo de Cotonou, expiró a fines de diciembre de 2007.
  

45. Las negociaciones entre la UE y el CARIFORO concluyeron en diciembre de 2007 y, a mediados de 2008, se esperaba que la firma del EPA tuviera lugar en septiembre de ese año y entrara en vigor en cuanto se cumplieran los requisitos constitucionales correspondientes.  A diferencia de su predecesor, el EPA persigue el establecimiento gradual de una zona de libre comercio basada en el principio de reciprocidad entre las partes.  Además de la eliminación de aranceles, el EPA establece disciplinas en diversas áreas, incluyendo salvaguardias y remedios comerciales, obstáculos técnicos al comercio, servicios, inversión, propiedad intelectual y contratación pública, así como disposiciones sobre asistencia técnica y financiera.

46. Los países del CARIFORO se comprometieron a eliminar los aranceles sobre aproximadamente el 83 por ciento de sus importaciones provenientes de la Unión Europea durante los primeros 15 años del EPA.  Podrán mantener los aranceles sobre los productos sujetos a liberalización por un periodo de diez años, pero tendrán que iniciar la desgravación a más tardar en el séptimo año después de la entrada en vigor del Acuerdo.  La misma flexibilidad se aplica a otros impuestos y cargas a la importación.  La República Dominicana se comprometió a otorgar a los países de la CARICOM el mismo trato que concede a la Unión Europea;  por su parte, los países de la CARICOM se comprometieron a otorgar el mismo trato a la República Dominicana.  Los países más avanzados del CARIFORO, como la República Dominicana, permitirán, en promedio, el libre acceso a los proveedores de servicios de la Unión Europea con respecto a un 75 por ciento de sus sectores de servicios.  

47. Por su parte, las exportaciones de los países del CARIFORO recibirán acceso permanente libre de arancel y de cuotas al mercado de la Unión Europea, salvo para el azúcar y el arroz que se sujetan a periodos de transición especiales.  Los exportadores de azúcar se beneficiarán de un contingente anual ampliado de 60.000 toneladas en 2008 y 2009.  Para el arroz, se estableció un contingente de exportación de 187.000 toneladas para 2008 y de 250.000 toneladas para 2009;  las exportaciones de arroz quedarán libres de contingentes a partir del 1° de enero de 2010. 

Otros acuerdos y arreglos 
48. Durante el periodo examinado, la República Dominicana se benefició de las preferencias arancelarias otorgadas unilateralmente por los Estados Unidos al amparo de la Iniciativa de la Cuenca del Caribe (ICC).
  Entre las exportaciones dominicanas que se beneficiaron de este esquema destacan los productos textiles, el calzado y los cigarros y cigarrillos.  Las concesiones arancelarias previstas en estos instrumentos se han consolidado y ampliado en el DR-CAFTA.

49. Igualmente, a lo largo del periodo examinado, la República Dominicana gozó de las preferencias arancelarias unilaterales otorgadas por la Unión Europea a los países ACP en virtud del Acuerdo de Cotonou.
  

50. En el marco del Sistema Generalizado de Preferencias (SGP), la República Dominicana recibe preferencias arancelarias otorgadas por Australia, el Canadá, el Japón, Noruega, Nueva Zelandia, Rusia y Suiza.  Según datos del CEI-RD, las exportaciones realizadas al amparo de estos esquemas totalizaron 55,2 millones de dólares EE.UU. en 2006.  La República Dominicana no participa en el Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo.
51. La República Dominicana es miembro de la Asociación de Estados del Caribe.  También ha participado en las negociaciones para la creación del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA).

52. La República Dominicana ha iniciado negociaciones para establecer tratados de libre comercio con el Canadá (2007) y con el Taipei Chino (2006), y tiene previsto explorar la posibilidad de comenzar negociaciones para firmar acuerdos preferenciales con México, el MERCOSUR y Cuba. 
� Artículo 4 de la Constitución de la República Dominicana, texto votado y proclamado por la Asamblea Nacional el 25 de julio de 2002.


� Artículo 3 Párrafo 2 de la Constitución de la República Dominicana.


� Artículo 55 de la Constitución de la República Dominicana.


� Artículo 37 de la Constitución de la República Dominicana. 


� República Dominicana (2007), p. 4.


� El CONIAT agrupa los siguientes organismos:  la Secretaría de Estado de Industria y Comercio (SEIC);  la Consultoría Jurídica del Poder Ejecutivo;  las Secretarías de Estado de Relaciones Exteriores (SEREX);  Economía, Planificación y Desarrollo (SEEPD);  Hacienda (SEH);  Agricultura (SEA);  Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS);  Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMAREN);  Trabajo (SET);  Turismo (SECTUR);  el Banco Central de la República Dominicana (BC);  el Centro de Exportación e Inversión de la República Dominicana (CEI-RD);  el Consejo Nacional de Zonas Francas de Exportación (CNZFE);  la Dirección General de Aduanas (DGA);  y el Instituto Dominicano de Telecomunicaciones (INDOTEL).


� República Dominicana (2007), p. 24.


� Artículo 5 de la Ley N° 16-95.


� Artículos 1 y 2 de la Ley N° 98-03 de 17 de junio de 2003.


� Artículo 9 de la Ley N° 98-03.


� Los documentos requeridos incluyen, entre otros, la solicitud de registro, consignando todas las informaciones relativas al capital invertido y al área donde se ha efectuado la inversión;  comprobante de ingreso al país de las divisas o de los bienes físicos o tangibles;  y documentos constitutivos de la sociedad comercial o la autorización de la operación de sucursales mediante la fijación de domicilio.  Artículo 4 de la Ley N° 16-95 y Artículo 3 del Reglamento de Aplicación de la Ley de Inversión Extranjera, N° 214-04 de 11 de marzo de 2004.


� De acuerdo con el CEI-RD, sólo cerca del 30 por ciento de las nuevas inversiones solicitan el registro, en tanto que las reinversiones prácticamente nunca se registran.


� Artículo 7 de Ley de Inversión Extranjera. 


� El Acuerdo con Ecuador fue denunciado por ese país el 1° de febrero del 2008;  sin embargo, ciertas disposiciones del Acuerdo (Artículos 1-14) seguirán vigentes hasta 2013.


� La lista de los Acuerdos Bilaterales de Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones firmados por la República Dominicana y su situación jurídica puede consultarse en:  http://www.cei-rd.gov.do/acuerdosproyprotinver.asp.


� Con Alemania, Austria, Bélgica, el Canadá, la Confederación Rusa, Colombia, Dinamarca, Israel, Kuwait, México, N°ruega, Perú, la República Checa, la República Bolivariana de Venezuela, Suecia y Ucrania. 


� Decreto N° 2-95 de 20 de enero de 1995.


� Documento de la OMC WT/LET/447 de 26 de junio de 2003.


� Véanse, por ejemplo, los documentos de la OMC WT/COMTD/SE/W/12 de 21 de febrero de 2005;  WT/COMTD/SE/W/20 y 21 de 9 de febrero de 2006 y 25 de abril de 2006, respectivamente.


� República Dominicana – Medidas que afectan a la importación de cigarrillos (DS300) y República Dominicana – Medidas que afectan a la importación y venta interna de cigarrillos (DS302).


� República Dominicana – Comisión cambiaria que afecta a las importaciones procedentes de Costa Rica (DS333).


� Documento de la OMC WT/DS302/R de 26 de noviembre de 2004.


� Documento de la OMC WT/DS302/AB/R de 25 de abril de 2005.


� Documento de la OMC WT/DS302/17 de 29 de agosto de 2005.


� La CARICOM comprende los siguientes países:  Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Belice, Dominica, Granada, Guyana, Haití, Jamaica, Montserrat, Saint Kitts y Nevis, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, Suriname y Trinidad y Tabago.


� Para mayor información sobre CARICOM véase OMC (2005), Capítulo II 4) ii).


� Resolución N° 15-87 de 17 de julio de 1987.


� Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua.


� El DR-CAFTA entró en vigor para los Estados Unidos y El Salvador el 1° de marzo de 2006, para Honduras y Nicaragua el 1° de abril de 2006, para Guatemala el 1° de julio de 2006 y para la República Dominicana el 1° de marzo de 2007.  En agosto de 2008 aún no había entrado en vigor para Costa Rica.


� Documentos de la OMC WT/REG211/N/4 y S/C/N/391, ambos del 6 de marzo de 2007.


� Para mayores detalles sobre las formas de aplicación del DR-CAFTA véase González, A. (2005).


� BID, OEA, CEPAL (2005).


� Documento de la OMC WT/MIN(01)/15 de 14 de noviembre de 2001.


� Para mayor información véase OMC (2008), capítulo II 4) iii).


� Para mayor información véase OMC (2007), capítulo II 5) iii) c).






